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OPINIÓN Nº 071-2009/DTN

Entidad:
Superintendencia de Banca, Seguros y AFP

Asunto:
Aplicación del literal k), numeral 3.3 del artículo 3º de la Ley de Contrataciones del Estado
Referencia:
Carta Nº 499-2009-DL
1.
ANTECEDENTES
A través del documento de la referencia, el Jefe del Departamento de Logística de la Superintendencia de Banca, Seguros y AFP (en adelante, la “Entidad”) formula consulta sobre la aplicación del literal k) del numeral 3.3 del artículo 3º de la Ley de Contrataciones del Estado, aprobada mediante Decreto Legislativo Nº 1017 (en adelante, la “Ley”).
2. CONSULTA Y ANÁLISIS

La Entidad formula la siguiente consulta:
“¿Cuando se refieren a “ley” en el artículo 3.3, inciso k) del Decreto Legislativo 
Nº 1017, Ley de Contrataciones del Estado, también implica norma reglamentaria o norma de menor rango a una ley?”
Sobre el particular debe indicarse lo siguiente:

2.1 En el literal k) del numeral 2.3 del artículo 3º se dispone que la Ley no es de aplicación para “Las contrataciones que deban realizarse con determinado proveedor, por mandato expreso de la ley o de la autoridad jurisdiccional” (el subrayado es agregado).
Como se advierte, el literal k) establece una causal de inaplicación de la normativa de contratación pública en aquellos supuestos en los que una Entidad deba realizar contrataciones con determinado proveedor, debido al mandato expreso de la ley.
2.2 En este punto, cabe precisar, que las normas que integran el ordenamiento jurídico nacional se encuentran organizadas jerárquicamente. Así, la Constitución es la norma suprema del ordenamiento jurídico y prima sobre las normas legales; a su vez, la ley prima sobre las demás normas de inferior jerarquía
.
Ahora bien, cuando el literal k) hace referencia a la “ley”, se entiende que incluye tanto a la ley formal –aquella emitida por el Congreso de la República en representación del pueblo, conforme al mecanismo previsto en la Constitución- como a las demás normas con rango de ley, esto es, decretos legislativos, decretos de urgencia, ordenanzas municipales o regionales
. Sin embargo, el término “ley” no puede incluir a las normas reglamentarias, pues estas poseen un rango inferior al legal.
2.3 Conforme a lo expuesto, debe indicarse que cuando el literal k) del numeral 3.3 del artículo 3º de la Ley hace referencia a la “ley”, se incluye a todas las normas con rango de ley, mas no a normas de rango inferior al legal, como los reglamentos.
3. CONCLUSIONES

Cuando el literal k) del numeral 3.3 del artículo 3º de la Ley hace referencia a la “ley”, se incluye a todas las normas con rango de ley, mas no a normas de rango inferior al legal, como los reglamentos.

Jesús María, 31 de julio de 2009
JUAN ANTONIO SILVA SOLOGUREN
Director Técnico Normativo (e)
MPC/.
� En principio, es necesario precisar que las consultas que absuelve este Organismo Supervisor son aquellas referidas al sentido y alcance de la normativa sobre contratación pública, planteadas sobre temas genéricos y vinculados entre sí, sin hacer alusión a asuntos concretos o específicos, de conformidad con lo dispuesto por el inciso i) del artículo 58° de la Ley de Contrataciones del Estado, aprobada mediante Decreto Legislativo Nº 1017 (en adelante, la “Ley”), y la Segunda Disposición Complementaria Final de su reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 184-2008-EF (en adelante, el “Reglamento”). En ese sentido, las conclusiones de la presente opinión no se encuentran vinculadas necesariamente a situación particular alguna.





� El artículo 51º de la Constitución establece lo siguiente:


“Artículo 51.- Supremacía de la Constitución


La Constitución prevalece sobre toda norma legal; la ley, sobre las normas de inferior jerarquía, y así sucesivamente. La publicidad es esencial para la vigencia de  toda norma del Estado.”





� Como se desprende del numeral 4 del artículo 200º de la Constitución, las normas que tienen rango de ley: “leyes, decretos legislativos, decretos de urgencia, tratados, reglamentos del Congreso, normas regionales de carácter general y ordenanzas municipales que contravengan la Constitución en la forma o en el fondo”.





